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RESUMEN: La corrupción es un problema público presente en las agendas de 
los tres ámbitos de gobierno. Como una situación negativa que afecta a toda la 
sociedad, requiere de políticas públicas para reducir o eliminar dicho problema. 
Para esto, existe un marco legal e institucional que los municipios deben seguir 
para implementar políticas públicas contra la corrupción. Sin embargo, esto 
se vuelve complejo en los municipios de Sistemas Normativos Indígenas de 
Oaxaca, los cuales se rigen por usos y costumbres, pero aun así deben luchar 
contra la corrupción. Por lo tanto, este trabajo se pregunta: ¿Cómo se puede 
combatir la corrupción en el contexto de los usos y costumbres? Utilizando una 
metodología cualitativa, se describe que el diseño institucional no fue conside-
rado para los municipios de usos y costumbres, pero que estos tienen fortalezas 
para combatir la corrupción. No obstante, es necesario fortalecer sus capaci-
dades y la coordinación entre los marcos legales.
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ABSTRACT: Corruption is a public problem present on the agendas of the 
three levels of government. As a negative situation that affects an entire society, 
it requires public policies to mitigate or eliminate this issue. To achieve this, 
there is a legal and institutional framework that municipalities must follow 
to implement public policies against corruption. However, this becomes 
complex in the municipalities of Indigenous Normative Systems in Oaxaca, 
which are governed by their own customs and traditions but are still obligated 
to combat corruption. Therefore, this work starts with the question: How can 
corruption be fought within the context of customs and traditions? Using a 
qualitative methodology, it is described that institutional design was not consi-
dered for municipalities with customs and traditions, but they have strengths 
to combat corruption, although their capacities and coordination between legal 
frameworks need to be strengthened.
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INTRODUCCIÓN
Antecedentes 
El estudio de la corrupción en los municipios es de suma importancia, ya que 
éstos representan la instancia de gobierno más cercana a la población. Son 
prestadores de servicios públicos y administrativos, y son entidades legales 
encargadas de manejar recursos públicos financieros. Jurídicamente, se les 
considera sujetos obligados a la transparencia, rendición de cuentas y combate 
a la corrupción, entre otras responsabilidades. Estos temas han despertado 
el interés de académicos dedicados al estudio del municipio. Según Salcido 
(2019), existe un interés incipiente por el estudio del gobierno abierto y los 
pilares de transparencia y rendición de cuentas a nivel local, aunque aún 
queda una agenda de investigación por llevar a cabo. Por su parte, Rosas y 
Téllez (2019) encuentran que la corrupción en el ámbito municipal ha sido un 
problema público objeto de estudio, lo que ha generado investigaciones sobre 
temas como políticas públicas de gobierno abierto (transparencia y rendición 
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de cuentas), implementación de tecnologías de la información, profesionaliza-
ción, contraloría y denuncia ciudadana.

En el caso de los municipios con Sistemas Normativos Indígenas (SNI), que 
son objeto de esta investigación, existe una amplia literatura sobre aspectos jurí-
dicos, culturales, conflictividad y derechos de las minorías (Bustillo y García, 
2016; Bustillo, 2016; Cruz-Meléndez y Aguillón Chávez, 2022; Daltón, 2010; 
Durán y Duran, 2015; Gallardo, 2012; Kymlicka, 1996; Mesri Hashemi-Dil-
maghani y González, 2014; Roldán, 2002; Santiago, 2019; Sosa-Montes et 
al., 2017). También se han realizado estudios sobre el uso de Tecnologías de 
la Información y Comunicación (TIC) en estos municipios (Cruz-Meléndez, 
2021; Gómez y Martínez, 2022; Martínez, Fernández y Martínez, 2020; Soto- 
Hernández et al., 2020) y recientemente se han llevado a cabo investigaciones 
sobre el impacto de la pandemia de COVID-19 en los municipios indígenas 
(Bautista Martínez y Juárez López, 2021; Cruz-Meléndez y Aguillón Chávez, 
2022; Gómez, y Martínez, 2022; Lorio, 2020; Rieger, 2021). 

Es notable que el estudio de los municipios SNI se ha centrado más en 
sus tradiciones, aspectos legales, festividades, cuestiones electorales y con- 
flictos, habiendo menos investigaciones sobre el combate a la corrupción. Sin 
embargo, destacan los trabajos de Juan-Martínez (2019), quien estudia los pro- 
cesos de Rendición de Cuentas en los Sistemas Normativos Indígenas, y Cruz, 
Fernández y Bravo (2019), que identifican las prácticas comunitarias relacio-
nadas con la transparencia y la rendición de cuentas.

A pesar de tener su propio régimen de gobierno y de que sus usos y costum-
bres sean reconocidos y respetados, los municipios con Sistemas Normativos 
Indígenas no están exentos de cumplir con temas de Gobierno Abierto, como 
la Transparencia, el Acceso a la Información, la Rendición de Cuentas y el 
Combate a la Corrupción. Las formas de gobierno presentes en este tipo de 
municipios no son ajenas a estos temas. Según Cruz y Santiago (2020) los 
pilares del Gobierno Abierto tienen antecedentes en los usos y costumbres, por 
ejemplo, el Tequio, que implica trabajo comunitario, y las asambleas comunita-
rias, donde se practican la Participación Ciudadana (voto y opinión en asuntos 
públicos) y la Rendición de Cuentas. Además, es importante destacar que la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca (CPELSO) reco-
noció a las asambleas comunitarias como una forma válida de transparencia.

Por lo tanto, este trabajo se plantea la siguiente pregunta: ¿Cómo se puede 
combatir la corrupción en el contexto de los usos y costumbres? Su objetivo 
principal es realizar un estudio exploratorio de las condiciones actuales. Si 
bien el combate a la corrupción se ha vinculado a aspectos legales, adminis-
trativos e incluso al uso de tecnologías, este trabajo busca ir más allá de estos 
enfoques y ofrecer una visión de cómo se aborda la corrupción en el contexto 
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de los municipios con usos y costumbres. El primer apartado aborda el marco 
teórico de las políticas públicas y la corrupción. El segundo apartado explica 
el contexto de los municipios con sistemas normativos indígenas, su esencia 
cultural y jurídica. El tercer apartado describe el marco legal e institucional 
que rodea a los municipios en sus obligaciones de combatir la corrupción, 
así como las particularidades que tienen los municipios SNI en el estado de 
Oaxaca en este tema. El cuarto apartado destaca cómo los usos y costumbres 
(entendidos como tradiciones, prácticas, creencias y modos de vida presentes 
en los diversos grupos indígenas) son una herramienta contra la corrupción, 
mostrando algunos casos relevantes. Por último, se presentan las conclusiones, 
señalando que los municipios regidos por sus usos y costumbres tienen forta-
lezas para combatir la corrupción.

METODOLOGÍA 
Esta investigación, en su carácter cualitativo, se enfoca en explorar diversas 
dimensiones de estudio, tales como las representaciones del mundo, sus signi-
ficados conceptuales y semánticos, la cultura y el imaginario colectivo, la 
historia, las costumbres, el inconsciente colectivo, los prejuicios y las tensiones 
étnicas, así como la búsqueda de la inmortalidad, entre otros aspectos (Sánchez 
Flores, 2019, p. 165).

Para abordar estos temas, se realizó una revisión de la literatura relacionada 
con tres áreas específicas: el gobierno abierto, las políticas públicas dirigidas a 
combatir la corrupción y los municipios que operan bajo Sistemas Normativos 
Indígenas. De acuerdo con Arnau y Salas (2020), la revisión de la literatura es 
un paso fundamental en cualquier investigación, ya que permite identificar los 
estudios previos relevantes en la temática, comprender los avances en la inves-
tigación relacionada con un tema específico y descubrir nuevas perspectivas 
de enfoque. 

También se realizó una búsqueda de bases de datos sobre información 
acerca de los municipios, en este caso, sobre sus mecanismos anticorrupción. 
De la misma manera, se buscó literatura sobre la presencia de gobierno electró-
nico (en concreto sitios web oficiales) de municipios de sistemas normativos 
indígenas. En algunos casos se hizo una revisión manual para corroborar la 
existencia del sitio y su contenido. Como limitación se puede anotar que no 
fue posible realizar un estudio etnográfico de mayor profundidad para conocer 
en lo particular el problema del combate a la corrupción en el contexto de los 
gobiernos locales de usos y costumbres.

Por lo tanto, el trabajo se presenta como una exploración de un tema relati-
vamente poco estudiado, como es el combate a la corrupción en el contexto de 
los sistemas normativos indígenas.
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MARCO TEÓRICO
La corrupción
La corrupción es un tema presente en conversaciones cotidianas, espacios aca- 
démicos y agendas gubernamentales. La palabra proviene del vocablo latino 
‘rumpere’, que significa romper, hacer pedazos o partir. El término y la acción 
de corromper se han asociado con el ejercicio del poder público, tal como lo 
mencionaba Aristóteles en sus formas ideales de gobierno (monarquía, aristo-
cracia y democracia) y las corrupciones inherentes a cada una (tiranía, oligar-
quía y demagogia). De esta manera, la corrupción representa una desviación 
del camino marcado por normas, reglas, costumbres y leyes. Además,

un delito o una infracción que implica la violación de alguna obligación por 
parte de un decisor, por lo que implica siempre un acto de deslealtad o hasta 
de traición con respecto al sistema normativo relevante. La corrupción puede 
concebirse a grandes rasgos como el uso del poder o servicio público para 
obtener ganancias privadas. (Sánchez González, 2012, p. 48)

La corrupción es un fenómeno multifacético que puede abordarse desde 
diferentes perspectivas, como la ética, las costumbres, la política, la admi-
nistración pública y el derecho. Esto significa que no existe una única forma 
de corrupción, ya que puede manifestarse como corrupción política, corrup-
ción administrativa, corrupción entre particulares, corrupción en el ámbito 
académico y corrupción social que se presenta en la vida diaria. En ocasiones, 
quienes están involucrados en actos de corrupción pueden no ser conscientes 
de que están llevando a cabo conductas corruptas, como ocurre en casos de 
evasión fiscal. 

Por lo tanto, se propone entender a la corrupción como comportamientos 
indebidos desde el punto de vista ético, moral y legal, realizados por indi- 
viduos u organizaciones que buscan un beneficio particular. Esto incluye la 
utilización indebida, ilegítima o deshonesta del poder, la autoridad, los recursos, 
la influencia o la posición, con el propósito de obtener beneficios personales, 
ganancias financieras, ventajas políticas o cualquier tipo de ventaja injusta.

Para González (2005) un acto de corrupción abarca lo siguiente:

–	 Es una condición humana que busca un beneficio particular.
–	 Se da en el sector público y en el sector privado.
–	 Ocurre en la opacidad y el silencio.
–	 Se vale de la tramitología extensa y costosa.
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–	 Es un acto de más de dos involucrados.
–	 Aprovecha los vacíos legales o la falta de vigilancia.

Desde el punto de vista de la antropología social la corrupción se arraiga 
en las sociedades, se manifiesta en las prácticas culturales y afecta a las comu-
nidades. Desde este punto de vista la corrupción no es “una práctica objetiva, 
con índices estandarizados y mensurables, sino como ‘categoría cultural’, con 
significados distintos para gente diferente y por razones diferentes, que además 
varían con el tiempo y que pueden ser comprendidos sólo en su contexto socio-
cultural e histórico específico” (Huber, 2005, p. 26). En economía, la corrupción 
es un intercambio mutuo de beneficios particulares pero que no genera bene-
ficios sociales, pues conduce a problemas en las finanzas públicas e impacta 
negativamente en el desarrollo de las naciones (Gómez, 2004). Por su parte, 
desde una visión sociológica, la corrupción va más allá del quebrantamiento de 
marcos éticos y legales, es un hecho social resultado de la interacción humana 
y en ocasiones vinculados a necesidades (Medina y Guerra, 2022).

La corrupción como problema público
Se entiende que se está frente a un problema público cuando este afecta a  
una sociedad en su conjunto, generando consecuencias e impactos negativos, 
generando insatisfacción y requirieren la acción de la autoridad investida de 
poder (Franco, 2020). De acuerdo con Rittel y Webber (2017) los proble- 
mas públicos se pueden considerar que son complejos o retorcidos, dadas las 
siguientes características:

–	 Difíciles de definir pues pueden abordarse desde diversas perspectivas, o 
no se sabe si son causa o consecuencia. 

–	 Pueden tener muchas alternativas o soluciones, las cuales no son lineales.
–	 No tienen una terminación definitiva, por ejemplo, la pobreza o la in- 

seguridad son problemas permanentes.

Para Covarrubias (2022, p. 83), una característica que hace que los pro- 
blemas públicos sean complejos o retorcidos “es que están arraigados en  
diferentes supuestos, valores, intereses y capacidades. Estas diferencias de 
perspectiva tienen consecuencias significativas, ya que la forma en que se 
define un problema está relacionada con las acciones correctivas preferidas 
para abordarlo”. Por su parte Pereyra (2013) señala que los problemas son 
públicos si cuentan con tres elementos: demanda o denuncia de los hechos, que 
el fenómeno tenga publicidad, y que se mantenga estable.
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En este sentido, ¿se puede considerar a la corrupción como un problema 
público? Para responder a esta pregunta, es necesario definir qué es la corrup-
ción. Individualmente, cada persona puede compartir experiencias particulares 
de haber sido víctima o participante de actos de corrupción. Sin embargo, esto 
no convierte a la corrupción en un problema privado, ya que “los políticos y los 
empresarios no son los únicos agentes involucrados en los actos de corrupción. 
El ciudadano común también participa en ella, y su comportamiento refleja 
altos niveles de corrupción en su vida cotidiana” (Casar, 2020, p. 84).

Según el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI, 
2022) 57.1% de la población mexicana consideró que la corrupción era uno 
de los problemas más importantes en su estado. Sólo la inseguridad pública 
se percibe como un problema más grave. Además, el mismo informe señala 
que el costo promedio de la corrupción fue de 3,044 pesos por persona en tér- 
minos reales. Sin embargo, los costos generados por la corrupción no se 
limitan a nivel individual. Según Casar (2020), la corrupción también tiene 
costos para toda la economía de un país, lo cual se refleja en el despilfarro 
de grandes cantidades de recursos públicos, la pérdida de competitividad em- 
presarial y la desincentivación de la inversión nacional e internacional. Por 
otro lado, Sánchez González (2012) también señala que la corrupción genera 
costos y consecuencias negativas en la democracia y la calidad de vida de 
las personas, ya que provoca que muchos queden excluidos de los beneficios 
de los servicios públicos y los programas sociales, generando desconfianza 
hacia las instituciones públicas y creando una crisis de legitimidad. Siguiendo 
a Sánchez (2012), menciona que un efecto de la corrupción es la disminu-
ción de la calidad de las infraestructuras existentes, lo cual incluso ha cobrado 
vidas humanas, y fomenta la proliferación de los llamados “elefantes blancos”, 
que son proyectos de infraestructura con poca utilidad para los ciudadanos  
o que simplemente no sirven. Estos proyectos icónicos requieren recursos con- 
siderables que podrían haberse utilizado en otros proyectos (Franco, 2021, pp. 
31-32).

Políticas públicas contra la corrupción
Los problemas públicos que han captado la atención del gobierno son incor-
porados a la agenda pública, es decir, al conjunto de problemas, demandas, 
cuestiones y asuntos que los gobernantes han seleccionado y ordenado como 
objetos de su acción, y sobre los cuales han decidido actuar o considerado 
que deben actuar (Aguilar, 2017, p. 29). Para resolver o al menos mitigar 
los problemas públicos, se requiere la acción ordenada, racional y científica 
de la autoridad investida de poder, en ocasiones acompañada por actores no 
gubernamentales. Esto se conoce como políticas públicas, una disciplina que 
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surgió después de la Segunda Guerra Mundial, a mediados del siglo XX, con 
el objetivo de lograr que la respuesta institucional a los problemas públicos sea 
científica, profesional, lógica y consensuada, teniendo en cuenta los recursos 
disponibles (humanos, financieros, tecnológicos), así como el marco legal, las 
capacidades administrativas y los indicadores de tiempo (García, 2011).

Una definición de políticas públicas se limita a decir qué es lo que el 
gobierno decide hacer o no hacer para abordar un problema que afecta a la 
sociedad (Dye, 2013; Kraft y Furlong, 2017). Sin embargo, los gobiernos y sus 
aparatos administrativos realizan muchas y diversas actividades que no son  
necesariamente políticas públicas, como actos administrativos, actos políticos, 
procesos presupuestarios, actos jurídicos, entrega de programas sociales y 
otros actos de autoridad que no se consideran políticas públicas en sí mismos.

Uno de los debates en la disciplina de políticas públicas es precisamente 
definir el término, y la literatura muestra una gran cantidad de definiciones 
relacionadas con la acción gubernamental, las decisiones y los objetivos esta-
blecidos (Anderson, 2003; Roth, 2006; Uvalle, 1996), así como la inacción 
como una alternativa cuando se decide no tomar medidas, legislar o invertir 
recursos en un problema (Mcconnell y Hart, 2019).

Un ejemplo de inacción serían las políticas dirigidas a lograr la inmunidad 
de rebaño, como en el caso de la pandemia de COVID-19, donde se esperaría 
que la propagación masiva de la enfermedad llevara a que las personas fueran 
menos vulnerables por sí mismas (Palacios Saucedo et al., 2022) . Sin embargo, 
es importante mencionar que no todos los problemas públicos pueden abor-
darse mediante la inacción, como es el caso de la corrupción.

Por lo tanto, para los fines de este trabajo, se propone definir las polí-
ticas públicas como las acciones de la autoridad para resolver o controlar 
un problema público, utilizando las herramientas disponibles, sus facultades 
legales y en coordinación con actores no gubernamentales.

En el caso de México el combate a la corrupción es un tema presente en 
la agenda de gobierno. Se podría mencionar algunas políticas muy generales, 
desde la llamada renovación moral del presidente Miguel de la Madrid “en 
respuesta a la incesante demanda por parte de la sociedad de castigar a los polí-
ticos de la época por sus actos y acciones corruptas” (Huertas y Arteaga, 2018, 
p. 63). En este sexenio se crearon la Secretaría de la Contraloría General de la 
Federación y la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
en 1982. 

En la década de los 90, con el presidente Ernesto Zedillo se implementa 
el Compranet como sistema de compras públicas del Estado pensado para 
eficientar los procesos de adquisiciones y hacerlos a su vez más transparentes. 
Ya en el presente siglo las políticas anticorrupción se incrementaron. En el 
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gobierno del presidente Vicente Fox se implementa el Programa Nacional 
de Combate a la Corrupción y Fomento a la Transparencia y el Desarrollo 
Administrativo 2001-2006. En el siguiente sexenio 2006-2012 se implementa 
el Programa de Rendición de Cuentas, Transparencia y Combate a la Corrup-
ción; también empiezan a crear los códigos de ética de las dependencias del 
sector público y se ponen en marcha las contralorías sociales. 

Con Enrique Peña Nieto (2012-2018) como parte de las reformas estruc-
turales se crea el Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), el cual es una 
instancia intersectorial conformada por distintas dependencias y organismos 
tanto de la administración pública, el poder legislativo, el poder judicial y los 
órganos autónomos, y “dio lugar a nuevos tipos penales y administrativos, creó 
un nuevo mecanismo de coordinación entre autoridades federales, estatales y 
municipales, y abrió la puerta a la participación ciudadana en la formulación 
de la política nacional y de las políticas estatales anticorrupción” (Nieto, 2020, 
p. 686).

Por su parte, en 2018 arribó al poder Andrés Manuel López Obrador quien 
tuvo como bandera política el combate a la corrupción. 

Tipos de políticas públicas
Las políticas públicas se han clasificado según diversas variables. Existen las 
políticas públicas constitutivas, que tienen como objetivo crear y establecer 
instituciones y regímenes políticos (Bolívar, 1999, p. 23). También están las 
políticas distributivas, que se refieren a la asignación de recursos o programas 
de desarrollo económico o social. Por otro lado, las políticas regulatorias esta-
blecen normas de comportamiento para modificar conductas, ya sea mediante 
acciones o la omisión. En cuanto a su temporalidad, podemos distinguir las 
políticas de gobierno, que se aplican durante un solo periodo (que puede ser 
un sexenio o un trienio), y las políticas de Estado, que trascienden los periodos 
de gobierno, los cambios de partido y las ideologías (Guardamagna y Cueto, 
2012).

Las políticas públicas también pueden clasificarse según su objetivo espe-
cífico. Por ejemplo, las políticas de gobierno electrónico se centran en la 
implementación de tecnologías en la administración pública, mientras que las 
políticas de gobierno abierto tienen como objetivo la colaboración, la partici-
pación ciudadana, la rendición de cuentas, la transparencia y la lucha contra 
la corrupción. Las políticas públicas contra la corrupción tienen un carácter 
regulatorio y coercitivo, ya que buscan modificar comportamientos, trans-
mitir nuevos valores y transformar la sociedad (Pastor, 2014). Estas políticas 
requieren la acción de la autoridad responsable, así como el consenso y la 
participación de otros actores interesados que también pueden verse afec-
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tados por el problema de la corrupción. De acuerdo con la Convención Inter- 
americana contra la Corrupción de 1996, el combate a la corrupción debe ser 
un proceso que incluya la modernización de las instituciones gubernamentales 
y la eliminación de las causas o fuentes de este problema, y de esta conven-
ción se desprendieron políticas contra la corrupción, como la creación de 
mecanismos de denuncia, la tipificación de conductas corruptas como delitos,  
la creación de mecanismos de participación de sectores no gubernamentales, la 
publicación de códigos de ética de los servidores públicos, así como la obliga-
ción de éstos a presentar declaraciones patrimoniales y de conflicto de interés. 
De igual forma en la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción 
de 2004, se señalan como políticas públicas a implementarse la creación de 
órganos para la prevención y control de la corrupción.

En concreto, podemos mencionar políticas públicas que involucran el uso 
de herramientas de gobierno electrónico, tales como los portales de datos 
abiertos, las plataformas de transparencia, las plataformas de colaboración y 
co-creación, y las plataformas de participación ciudadana (Cruz-Rubio, 2015). 
En este sentido la incorporación de herramientas tecnológicas contribuyen 
a “reducir los procesos burocráticos, no requiere de la interacción entre los 
ciudadanos y los servidores públicos, lo que promueve la disminución de la 
corrupción” (Sour, 2015, p. 125).

También se incluyen los sistemas anticorrupción y las contralorías. Los 
sistemas anticorrupción son instancias de coordinación entre diferentes niveles 
de gobierno y dependencias cuyo objetivo es prevenir, detectar y sancionar 
actos de corrupción, intercambiar información y proporcionar insumos para 
el diseño de políticas públicas sobre este tema (SFP, 2017). Por su parte, las 
contralorías se refieren a:

todas las políticas y procedimientos (controles internos) adoptados por la 
administración de asegurar, hasta donde sea factible la ordenada y eficiente 
conducción del negocio, incluyendo la adherencia a las políticas de la 
administración, la salvaguarda de archivos, la prevención y detección de 
fraudes y errores, la exactitud e integridad de los registros contables y la 
oportuna preparación de la información financiera confiable. (Mendoza-
Zamora et al., 2018, p. 211)

Derivado de lo anterior y en un intento por una mayor apertura guberna-
mental, también se han creado las contralorías sociales, definidas como:

mecanismo de participación organizado para incidir en la acción pública, 
radica en que vuelve un derecho el principio democrático que los ciudadanos 
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tienen de formar parte de las acciones de gobierno, y además hace de este 
derecho a la participación, fuente de colaboración en el gobierno para volver 
a la democracia efectiva. (Cejudo, 2011, p. 17)

EL DISEÑO INSTITUCIONAL MUNICIPAL  
PARA COMBATIR LA CORRUPCIÓN 
El combate a la corrupción es un tema permanente en las agendas guberna- 
mentales de políticas públicas y, en este sentido, establece un marco legal, 
institucional y administrativo para lograr este objetivo. El surgimiento del 
paradigma del gobierno abierto, basado en los pilares de la participación, 
la colaboración, la transparencia y la rendición de cuentas, implica también  
el combate a la corrupción. A continuación, se mencionan los elementos del 
diseño contra la corrupción:

•	 Marco legal: incluye la existencia de leyes y reglamentos para combatir la 
corrupción. Esto abarca leyes de transparencia y acceso a la información, 
formas de participación como las contralorías sociales, y mecanismos de 
rendición de cuentas tanto horizontales como verticales.

•	 Marco institucional: se refiere al conjunto de instituciones encargadas de 
supervisar, fiscalizar y hacer valer los derechos, así como garantizar el 
cumplimiento de los marcos legales. En esta categoría se pueden incluir los 
órganos internos de control (OIC), las fiscalías anticorrupción y los órganos 
constitucionales autónomos (OCA).

•	 Marco administrativo: incluye los procedimientos para combatir la corrup- 
ción, como los mecanismos de denuncia, seguimiento y sanciones. También 
se puede incluir el aspecto tecnológico, como el uso de Tecnologías de  
la Información y Comunicación (TIC), en particular los sitios web para la  
publicación activa de información, los portales de datos abiertos, los sitios 
de transparencia presupuestaria y las plataformas para solicitudes de acceso 
a la información.

•	 Marco social: con el objetivo de incluir a sectores no gubernamentales en 
la lucha contra la corrupción, esta categoría puede incluir a las contralorías 
sociales.

La corrupción en los municipios
Los municipios son la instancia de gobierno más cercana a la población, con 
facultades y atribuciones jurídicas, administrativas y financieras, y, por tanto, 
son sujetos obligados que deben cumplir con los principios de transparencia 
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y acceso a la información (Salazar, 2019). También están comprometidos con  
el combate a la corrupción y tienen la responsabilidad de vigilar el cumpli-
miento de la normatividad de la administración pública municipal, definir 
estrategias de supervisión y control gubernamental, recibir quejas ciudadanas, 
supervisar el ejercicio del gasto, dictaminar sobre responsabilidades admi-
nistrativas y presentar denuncias ante las autoridades competentes (Cejudo y 
Ríos, 2009, p. 6).

Es innegable que la corrupción ha permeado en el ámbito de los gobiernos 
locales, como en el conocido “caso del presidente municipal de San Blas 
Nayarit, Hilario Ramírez Villanueva, alias ‘Layín’, que admitió durante su 
campaña a la reelección haber robado un poco en su periodo anterior. A pesar 
de tal afirmación, logró ser reelegido”(Flores, 2019, p. 53).

Aunque los municipios fueron reconocidos constitucionalmente en 1917, 
fue hasta la reforma de 1999 al artículo 115 que se les otorgó el estatus de 
nivel de gobierno. Desde entonces, su diseño institucional se ha fortalecido 
gradualmente, aumentando sus capacidades en asuntos como el combate a 
la corrupción, incluyendo aspectos organizacionales, profesionales, legales, 
administrativos y presupuestarios (Orozco, Huerta y López, 2018). En este 
sentido, Hernández (2020) señala que la arquitectura institucional municipal 
se enfoca en controlar tanto la actuación de los servidores públicos como la 
de los ciudadanos, lo que puede generar lentitud e ineficiencia, creando un 
entorno propicio para la corrupción. Los trámites burocráticos prolongados 
y complicados pueden dar lugar a conductas corruptas por parte de funcio-
narios y ciudadanos con el fin de agilizar un trámite o obtener un servicio 
público, especialmente cuando existen redundancias, retrasos y falta de trans-
parencia (Nieto, 2020). Esto genera que los municipios sean burocracias de 
baja confianza, donde los ciudadanos se enfrentan a barreras administrativas 
para recibir lo que esperan de su gobierno municipal (Peeters et al., 2018).

En este punto, se pueden identificar debilidades que contribuyen a la per- 
sistencia de la corrupción en los municipios, como la falta de consideración de 
los municipios en los sistemas estatales anticorrupción, o una consideración 
ambigua en caso de ser incluidos (Acedo y Hernández, 2019).

El desafío de enfrentar la corrupción en los municipios es complejo, ya que 
los municipios son diversos y heterogéneos, con diferentes niveles de desa-
rrollo institucional, capacidad financiera, niveles de profesionalización y, en 
algunos casos, se ven influenciados por su tipología, como en el caso de los 
municipios de Sistemas Normativos Indígenas (SNI) en Oaxaca.
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Los municipios de sistemas normativos indígenas en Oaxaca
El estado de Oaxaca cuenta con 570 municipios, los cuales se dividen en dos 
grandes tipologías: los municipios del Sistema de Partidos Políticos y los muni-
cipios de Sistemas Normativos Indígenas (SNI). En el primer caso, hay 153 
municipios que “no tienen una identidad indígena dominante ni están asociados 
a alguna manifestación cultural indígena particular; en ellos coexisten distintas 
identidades (en algunos casos más de dos)” (Bustillo, 2016, p. 80).

En el segundo caso, los municipios SNI se rigen por el derecho consue-
tudinario. Se caracterizan por mantener sus formas de autogobierno basadas 
en usos y costumbres indígenas, respetando sus formas de elección de auto-
ridades y manteniendo instituciones como el tequio, el sistema de cargos y la 
asamblea comunitaria (Cruz-Meléndez, 2022, p. 38). Sin embargo, también 
se mantienen dentro de los marcos legales del derecho positivo, es decir, la 
Constitución nacional, las leyes generales, la Constitución estatal y otras leyes 
locales. Aquí se encuentra un pluralismo jurídico en el que “se reconoce que 
los pueblos y las comunidades indígenas tienen derecho a emplear y aplicar 
sus propios sistemas normativos, y se declara formalmente que el derecho indí-
gena es parte constituyente del orden jurídico del Estado mexicano” (Ramírez, 
2013, pp. 54-55). De esta manera, los municipios que aún mantienen sus usos 
y costumbres cuentan con sus propias instituciones para gobernar, realizar 
tareas administrativas, impartir justicia, llevar a cabo sus procesos electorales 
y también para combatir la corrupción.

Entre estas instituciones propias de los municipios SNI, se encuentran:

•	 El tequio, el cual consiste en trabajo solidario que genera un beneficio para 
la comunidad.

•	 Sistema de cargos, que refiere a una jerarquía de comisiones, mediante la 
cual el individuo, por escalafón ocupa cargos que abarcan la administración 
pública civil y religiosa” (IEPCO, 2016, p. 25).

•	 La asamblea comunitaria, un espacio de deliberación en donde “se define 
la voluntad comunal a través de la deliberación y la toma de decisiones 
a las que generalmente se llega por consenso” (Hashemi-Dilmaghani & 
González, 2014, p. 54).
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PARTICULARIDADES DE LOS MUNICIPIOS SNI  
PARA EL COMBATE A LA CORRUPCIÓN
Aunque los municipios SNI tienen autonomía y gobiernan con base a sus usos 
y costumbres, no están exentos de ordenamientos del derecho positivo, por lo 
tanto, son también, sujetos obligados a la transparencia el acceso a la informa-
ción, la rendición de cuenta y el combate a la corrupción. 

En Oaxaca, la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca (LOMEO) 
establece que los municipios tendrán un Órgano Interno de Control Municipal, 
encabezado por un Contralor Interno Municipal, y en el caso de los municipios 
con menos veinte mil habitantes, las funciones del Órgano Interno de Control  
Municipal serán realizadas por la Comisión de Rendición de Cuentas, Trans-
parencia y Acceso a la Información. Las funciones específicas de este órgano 
son:

•	 La revisión y fiscalización de los recursos de la hacienda municipal.
•	 Vigilancia de la contabilidad municipal y del cumplimiento de la Ley de 

Ingresos del Municipio y el Presupuesto Anual de Egresos del Municipio.
•	 Vigilar que los recursos financieros sean enfocados a los objetivos propues- 

tos y se apliquen con oportunidad, eficacia, honestidad, transparencia y 
rendición de cuentas.

•	 Revisar y auditar la ejecución física y financiera de los programas de in- 
versión y obra pública municipal.

•	 Vigilar el cumplimiento de las observaciones y recomendaciones del 
Órgano Superior de Fiscalización del Estado de Oaxaca.

De igual forma la LOMEO establece los comités de contraloría social, con- 
formados por ciudadanos del municipio y electo de manera democrática en 
asamblea, con las siguientes atribuciones:

•	 Vigilar la obra pública.
•	 Observar los procesos de obra pública.
•	 Verificar los resultados y calidad de la obra pública municipal.
•	 Informar a las autoridades competentes sobre irregularidades en la obra 

pública.
•	 Participar en actos de entrega-recepción de las obras y acciones.

Sin embargo, no se pueden dejar de lado sus particularidades legales, cultu-
rales, administrativas e incluso tecnológicas. Según Cruz, Fernández y Bravo 
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(2019) el diseño de los procesos de transparencia, acceso a la información, 
rendición de cuentas y combate a la corrupción se pensó en municipios del tipo 
de partidos políticos y no en un diseño como el de los municipios SNI.

La corrupción en las administraciones municipales puede ocurrir en varias 
formas, por ejemplo, en la interacción entre el ciudadano y el servidor público 
que lo atiende, en los procedimientos de compras públicas, o en el uso de 
recursos financieros. Incluso las leyes contemplan delitos propios de los servi-
dores públicos, tales como peculado, desvió de recursos, concusión, etc. Los 
municipios de SNI no están exentos de caer en actos de corrupción como cual-
quier otro municipio, señala Juan-Martínez (2019) quien relata un caso de  
un municipio indígena de Oaxaca donde ofrecieron “moches” o sobornos a 
la autoridad a cambio de favorecer a una empresa como encargada de la obra 
pública.

Debido a las particularidades de su organización política y administra-
tiva estos hechos pueden tener otras características. Un caso es el que Juan- 
Martínez (2021) llama “la rebelión de las agencias” motivada por el reparto de 
los recursos financieros, que genera conflictividad y actos de corrupción para 
ser favorecidas financieramente.

Esto es evidente al revisar algunos datos sobre el diseño anticorrupción en 
los municipios. Por ejemplo, según el Censo Nacional de Gobiernos Munici-
pales y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México 2021 (INEGI, 
2021), los datos para los municipios en Oaxaca son los siguientes:

–	 Sólo 207 municipios cuentan con un órgano interno de control.
–	 Únicamente 3 municipios cuentan con un plan anticorrupción.
–	 Sólo en 42 municipios se realizaron procedimientos de responsabilidad 

administrativa. 
–	 121 municipios iniciaron investigaciones sobre responsabilidades admi- 

nistrativas. 
–	 32 municipios cuentan con una Oficina especializada para la atención de 

denuncias (presencial).
–	 Ningún municipio tiene aplicación informática para denuncias de 

corrupción.
–	 Tres municipios cuentan con un buzón de denuncias.
–	 En cuanto a un teléfono de denuncias sólo 11 municipios disponen de uno.
–	 14 municipios tienen un correo electrónico para recibir estas denuncias.
–	 20 municipios cuentan con un sitio web gubernamental.
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Respecto al punto de los sitios web gubernamentales, su presencia es muy 
limitada en Oaxaca. Según Cruz-Meléndez (2021), los municipios SNI en 
Oaxaca enfrentan obstáculos contextuales para el Gobierno Electrónico, como 
la brecha digital. Esta situación se define de manera simple como la separación 
entre aquellos que tienen acceso y aquellos que no a las TIC, que incluyen 
computadoras, internet, teléfonos móviles, software y hardware (Van Dijk, 
2017). Si bien el auge de las tecnologías ha traído beneficios y se han incorpo-
rado en gran parte de las actividades de la humanidad, el hecho de que muchas 
personas y comunidades no puedan acceder a ellas “conduce a la marginación 
de amplios sectores sociales en el acceso, uso y apropiación de los bienes y 
servicios de las telecomunicaciones y las TIC, lo que les impide participar en 
el desarrollo de la nueva sociedad que se construye” (Alva de la Selva, 2015, 
p. 11).

En este sentido, Oaxaca enfrenta el problema de una amplia brecha digital. 
Según la ENDUTHI del INEGI de 2022, este estado tiene una de las tasas 
más bajas de usuarios de Internet, con sólo un 62.9% de la población. Por su 
parte, Márquez, Acevedo y Castro (2016) encuentran que las características 
económicas, demográficas y geográficas, así como la diversidad lingüística, 
contribuyen a un acceso desigual a las tecnologías en esta entidad.

Como se puede observar, los municipios de usos y costumbres indígenas 
enfrentan desafíos para implementar políticas públicas contra la corrupción, 
ya que el diseño institucional se enfocó principalmente en los municipios del 
sistema de partidos políticos, que son mayoría a nivel nacional.

Los usos y costumbres contra la corrupción
Ante el reto de cumplir las obligaciones contra la corrupción e implementar 
las políticas públicas al respecto con las herramientas antes mencionadas, los 
municipios de SNI deben hacer uso de los medios con los que cuentan. 

Por ejemplo, retomando a la asamblea comunitaria, ésta es de especial 
importancia para el combate a la corrupción. Esta instancia, de acuerdo con 
Juan-Martínez (2019), es el principal órgano de control, evaluación y deci-
sión del uso de los recursos públicos en estos municipios de usos y costum-
bres; igualmente Cruz, Fernández y Bravo (2019) destacan la importancia  
de la asamblea como el máximo órgano de control, fiscalización y rendición de  
cuentas.

Al respecto de este punto, en 2021 el Congreso del estado de Oaxaca reco-
noció en la CPELSO a las prácticas comunitarias (como las de las asambleas) 
como una nueva forma de transparencia a la que se denominó comunitaria y se 
definió de la siguiente forma:
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El conjunto de principios, prácticas, instituciones y decisiones de los pueblos, 
municipios, comunidades indígenas y afromexicanas implementadas en sus 
órganos de deliberación y decisiones orientadas a garantizar el acceso a la 
información pública, así como a la transparencia y rendición de cuentas de 
las autoridades. (Iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma el 
párrafo XI y se adcional el párrafo XII de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Oaxaca, 2021)

Para Cruz-Meléndez (2022), la transparencia comunitaria es una forma 
de transparencia directa, ya que en la asamblea el diálogo entre ciudadanos 
y autoridades es directo y no requiere el uso de tecnologías (en un contexto 
de alta brecha digital como el de Oaxaca), aunque éstas podrían favorecerla. 
De esta manera, los municipios SNI tienen fortalezas para los procesos de 
gobierno abierto, transparencia, rendición de cuentas y combate a la corrup-
ción, aunque el marco legal e institucional emanado del derecho positivo no 
haya considerado sus particularidades.

El derecho consuetudinario, es decir, el que surge de las costumbres, con- 
templa en algunos casos sanciones para los miembros de la comunidad que 
violen las normas comunitarias y también sirve como medio para controlar la 
actuación de quienes ejercen la autoridad (Castillo, 2016), así “aquellos que 
fueron elegidos para ciertos cargos y no cumplen de manera honesta y respon-
sable, como un servicio ofrecido a la comunidad, son sancionados al no ser 
elegidos nuevamente para otros cargos de mayor jerarquía” (Cruz, Fernández 
y Bravo, 2019, p. 307). Por ejemplo, “en 2014, en Villa Hidalgo Yalalag, la 
asamblea general decidió desterrar del municipio al expresidente municipal 
después de negarse a cumplir la sanción impuesta por falsificar un documento 
oficial para beneficiarse con recursos públicos” (Juan-Martínez, 2019, p. 126). 
En 2020, el municipio de Silacayoápam desconoció y destituyó a los concejales 
del cabildo, acusándolos de actos de corrupción como el desvío de recursos. 
Un caso similar ocurrió en Santiago Atitlán (Matias, 2023), donde la asamblea 
detectó las siguientes irregularidades al no encontrarse en el palacio municipal:

•	 Las llaves y facturas de las unidades de motor propiedad de la comunidad.
•	 Bases de radio de comunicación y radios.
•	 Computadoras.
•	 Expedientes agrarios como son la carpeta Básica y resolución presidencial, 

entre otros bienes de importancia para la comunidad.
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De igual forma en el municipio de Asunción Nochixtlán la asamblea 
destituyo al cabildo (presidente municipal y regidores), acusándolos de falta 
de transparencia en el manejo de los recursos públicos de los ramos 28 y 33 
(López, 2021).

Aunque gran parte de los estudios de combate a la corrupción en el con- 
texto de los municipios indígenas de Oaxaca se han centrado en la figura de 
la asamblea comunitaria, otras prácticas propias de esta tipología municipal 
también se pueden considerar útiles para el mencionado objetivo. El tequio, 
es decir el trabajo comunitario que se presta de manera voluntaria como una 
forma de identidad por el lugar en que se vive, es un trabajo sin intermediarios, 
no se paga, se hace por honor, y es una responsabilidad compartida, lo que 
lo hace transparente y deja poco espacio para prácticas corruptas (Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 2022), a lo que agrega Juan- 
Martínez, “la comunidad es responsabilidad de todos, por eso, el ejercicio de 
los recursos debe ser cuidado por quienes les corresponde ejercerlos, pero toda 
la colectividad está atenta a su destino y, merced al tequio o a las asambleas 
para decidir qué obra realizar o dar seguimiento al avance de los trabajos, se 
tiene el conocimiento oportuno de cómo se gastan” (Juan-Martínez, 2021, p. 
25).

El reconocimiento de los municipios gobernados por sus usos y cos- 
tumbres implica la coexistencia de dos marcos legales: el derecho positivo  
que emana del legislador, y el derecho consuetudinario que emana de la cos- 
tumbre. En este caso el punto es como se da esta relación en un asunto común 
como la corrupción. Aunque los municipios de SNI mantienen sus formas de 
organización política y administrativa, no dejan de tener responsabilidades en 
el combate a la corrupción. En este punto, es importante reflexionar lo que 
pasaría si en la asamblea comunitaria o en el tequio es detectado un acto de 
corrupción; ¿el procedimiento debería llevarse por sus normas internas o en el 
marco señalado por el derecho positivo?, igualmente ¿a quién correspondería 
la sanción?, ¿a las instancias indígenas o las externas como la contraloría o 
los tribunales? En este sentido sería necesario que se crearan los mecanismos 
de coordinación entre las instancias locales con las estatales y nacionales para 
unificar criterios sobre el proceso y sanción de actos de corrupción. 

CONCLUSIONES
Los municipios de Sistemas Normativos Indígenas, que son mayoría en el 
estado de Oaxaca, son sujetos obligados a la transparencia, la rendición de 
cuentas y el combate a la corrupción. El reconocimiento de sus usos, costum-
bres y tradiciones en su organización legal, administrativa y política no los 
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exime de sus responsabilidades en el cumplimiento de los marcos legales para 
un buen gobierno. La autonomía no debe confundirse con la impunidad. Estos 
municipios lo han comprendido, aunque no siempre tengan las capacidades 
para cumplir plenamente con estas premisas. Como se mencionó, no tienen 
todo lo que el diseño institucional que emana del derecho positivo establece. 
Enfrentan dificultades para tener un sitio web informativo o interactivo debido 
a la gran brecha digital en el estado de Oaxaca, lo cual limita el uso de herra-
mientas TIC para implementar políticas públicas contra la corrupción. El 
diseño administrativo de los municipios indígenas es muy diverso y no siempre 
contempla áreas de contraloría o control de la corrupción. Además, la conflic-
tividad, los periodos cortos de gobierno y la rotación continua de personal 
tampoco permiten la continuidad y consolidación del combate a la corrupción.

Sin embargo, el control de la corrupción no es ajeno a sus usos y cos- 
tumbres. La cercanía de la comunidad con su gobierno, la participación comu-
nitaria activa y el sentido de pertenencia generan un mayor compromiso en el 
combate a la corrupción. En este sentido, la asamblea comunitaria se convierte 
en un actor clave para este objetivo, como espacio de deliberación, control y 
sanción en caso de actos de corrupción.

De esta forma, se presentan los siguientes retos para la implementación de 
políticas públicas contra la corrupción en los municipios de SNI de Oaxaca:

•	 Reducción de la brecha digital mediante políticas públicas que incluyan 
infraestructura para la conectividad y el desarrollo de habilidades digitales 
para el gobierno electrónico y el gobierno abierto.

•	 Capacitación de las autoridades municipales en el uso de tecnologías para 
el combate a la corrupción.

•	 Creación de mecanismos de coordinación entre las instancias de trans- 
parencia y combate a la corrupción del gobierno federal y estatal, así como 
las propias de los municipios de usos y costumbres, para permitir un trabajo 
conjunto y coordinado en el combate y sanción de los actos de corrupción.

Además, es necesario llevar a cabo estudios interdisciplinarios desde la 
antropología, la administración pública, el derecho, el gobierno electrónico y 
la ciencia política para comprender el funcionamiento de los usos y costum-
bres indígenas en los diferentes municipios de Oaxaca.
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of Access. En L. Rössler, P.;Hoffner,  
C. A. y Zoonen (ed.). The International 
Encyclopedia of Media Effects (pp. 
1-11). Wiley: Thomson Reuters.




